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Indicadores de inversión en Niñez y Adolescencia. 
 
Inversión pública por cada NNA en moneda nacional: Q. 21,501.67, en el 2017 y 
Q. 23,763.84 en 2018.  
 
Inversión pública por cada Niña y Adolescente Mujer en moneda nacional, 
Q6,797.53, en 2017 y Q 7,571.55. 
 
Inversión pública en NNA como porcentaje del Gasto Público Gobierno Central, 

22.4% en 2017 y 23.4% en 2018.    
 
Inversión pública en Niñas y Adolescentes Mujeres como porcentaje del Gasto público 
Gobierno Central, 7.1% en 2017 y 7.4% en 2018. 
 
Inversión pública en NNA como porcentaje del PIB 3.9% en 2017 y 4.0% en 2018.   
 
Inversión pública en Niñas y Adolescentes Mujeres como porcentaje del PIB, 1.2% en 2017 y 
1.3% en 2018. 
 
En el Ministerio de Agricultura Ganadería y Alimentación -MAGA-, en el Programa de Apoyo a la 
Economía Familiar y en aquellas actividades donde se pudieron identificar Niñas y Adolescentes 
Mujeres como beneficiarias, tuvo una disminución del 18.9% entre 2017 y 2018, reduciendo en casi 
diez mil sus beneficiarias. 
 
Conclusiones:  
i) La evidencia demuestra que la desatención de la que han sido objeto las Niñas y las Adolescentes 
ha dado como resultado: sus infancias robadas; ii) siguen estando invisibilizadas en el presupuesto; 
iii) no son prioridad macroeconómica ni presupuestaria; iv) Guatemala debe transitar más allá de la 
cuantificación a la calidad del gasto público. 
 
Recomendaciones: 

» Para que funcione el andamiaje institucional de la administración pública la primera condición 
es el compromiso político. 

» Gestionar adecuadamente los escasos recursos que actualmente hay para este grupo etario 
» El criterio de oportunidad y celeridad de la inversión pública para las niñas dependerá en 

gran medida de que se hagan los ajustes institucionales y legales para beneficiar a ellas 
» Rescate y fortalecimiento de la Administración Tributaria 
» No hay excusa para que no exista un registro de beneficiarios del actuar de la administración 

pública con el máximo nivel de detalle posible y que debería contener al menos: edad simple, 
género, orientación sexual, territorialidad, ascendencia étnica (entre otros). 

» Para aquellas privaciones de derechos humanos más graves que existen en el país para las 
niñas y adolescentes (como el embarazo o las uniones a temprana edad) debería de existir 
un programa específico pues actualmente son actividades dispersas en los Ministerios de 
Salud, Desarrollo, Educación y la Secretaría de Bienestar Social. 

» El Ministerio de Gobernación debe fortalecer sus esfuerzos en identificar lugares del país 
con altas tasas de ³QR deQXQcia´ SaUa fRmeQWaU eVWa, \ aVt diUigiU de mejRU maQeUa VXV 
esfuerzos con un enfoque de territorialidad.  

» Futuras intervenciones de política social deben estar dirigidas (sobre todo) para madres en 
pobreza extrema y de preferencia de ascendencia étnica indígena. 


